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Capítulo XXIII 
El papel de las mutuas ante la 
inminente reforma del modelo de 
incapacidad temporal*

1. Las mutuas y su caracterización histórica

Las Mutuas de Accidentes de Trabajo surgen al amparo de la Ley Dato de 30 
de enero 1900. El comienzo de la cobertura de los accidentes de trabajo a través 
del seguro privado concertado por las empresas determina el inicio de la andadura 
de estas entidades cuyo devenir tuvo como punto de inflexión la Ley de Bases de 
Seguridad Social 193/1963, de 28 de diciembre. En ese momento histórico se de-
bate en la doctrina acerca de las disfuncionalidades que provoca la gestión privada 
de los accidentes de trabajo al tiempo en que se decide la asunción por parte del 
Estado de las contingencias profesionales. La solución por medio de las compañías 
privadas de seguro venía a resultar antisocial, pues pocas compañías habían creado 
una red de instituciones de establecimientos sanitarios, hospitales, sanatorios, clí-
nicas de trabajo, etc., como era el caso de los Institutos Nacionales de seguro. De 
otro lado, su gestión venía a resultar muy costosa, pues se usaba el sistema propio 
del seguro de vida, incendio o transportes, tratando cada caso individualmente, no 
correspondiendo este sistema al espíritu del seguro social. 

La publificación de las coberturas, que pasa a asumir el sistema de Seguridad 
Social, plantea como un objetivo programático el tratamiento conjunto de las 
contingencias que llevaría a prestar un idéntico nivel de cobertura a cualquier tipo 
de situación de necesidad, ya derivara de contingencia común o de contingencia 
profesional. En nuestro país, una vez que aparece el sistema de Seguridad Social, se 
acomete la fusión de los múltiples regímenes de Seguridad Social existentes en un 
único sistema jurídico-institucional. En este contexto una de las cuestiones claves 
ha quedado definida por el nivel de protección otorgado a las contingencias en 

* José Sánchez Pérez. Profº Doctor. Departamento de Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad social. Facultad de Derecho. Plaza de la Universidad s/n. CP 18071 (Granada) 
Universidad de Granada.
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función de su cualidad (común o profesional). La Ley de Bases 193/19631, estable-
cía el principio de «conjunta consideración de contingencias y situaciones objeto 
de cobertura (base primera)» a tenor del cual podía deducirse que ante una misma 
situación de necesidad (incapacidad temporal o permanente, muerte o supervi-
vencia) debía otorgarse idéntico grado de protección independientemente de cual 
hubiera sido la contingencia determinante2. Se pretendía así conseguir la «unifor-
midad de prestaciones ante un mismo evento». Tal principio venía a significar, en 
términos de la propia exposición de motivos, la superación «de la regresiva noción 
de riesgos singulares» así como la posibilidad de prestar una mayor atención a la 
situación de necesidad al margen de la causa que la hubiera provocado3.

Con la publificación de la gestión de la cobertura de accidentes de trabajo 
la protección por accidente se procede a suprimir, en primer lugar, el ánimo de 
lucro mercantil en la gestión de la Seguridad Social con la consiguiente exclusión 
de las aseguradoras privadas en el ámbito de los accidentes de trabajo. En segundo 
término, la ley plantea como objetivo referente el de «conseguir en la medida de 
lo posible la uniformidad de las prestaciones ante un mismo evento», pretensión 
que de haberse implantado hasta sus últimos efectos habría dado lugar a la des-
aparición del tratamiento privilegiado de los accidentes de trabajo4. 

A la hora de identificar la naturaleza de las Mutuas éstas se definen como 
entidades jurídico-privadas dado que su creación y continuidad vienen condi-
cionadas por la voluntad de los empresarios asociados, si bien están sometidas a 
un control estricto por parte de la Administración Pública. Al imponerse, en el 
reseñado año 1966, como principio de actuación la desaparición del ánimo de 
lucro, pasan a integrarse como entidades colaboradoras de la Seguridad Social. 
Desde este momento el tratamiento diferenciado entre las contingencias comu-
nes y profesionales no solo se va mantener sino que se va a acentuar el tratamiento 
privilegiado de las contingencias derivadas del accidente de trabajo. A tal efecto 
«el carácter público del sistema de Seguridad Social no queda cuestionado por la 
incidencia en él de fórmulas de gestión de responsabilidad privadas, de importan-
cia relativa en el conjunto de la acción protectora de aquél», tal y como expresa la 

1 Ley 193/1963, de 28 de diciembre, sobre bases de la Seguridad Social. 
2 Fernández Avilés, J A: El accidente de trabajo en el sistema de Seguridad Social (Su contradic-

torio proceso de institucionalización jurídica)”, Atelier, Barcelona, 2007, págs. 52 a 53. El coro-
lario de la situación citada debería haber sido la igualdad absoluta, o la mayor uniformidad en 
el tratamiento de situaciones que se reconocen como unívocas, dándose lugar conforme había 
indicado la doctrina (Borrajo) a una situación en la que el accidente de trabajo, la enfermedad 
profesional y el accidente común fueron objeto de un tratamiento diferenciado (régimen jurí-
dico y económico singular), claramente privilegiado en relación a las situaciones de necesidad 
derivadas de la enfermedad común.

3 La repercusión inmediata que se desprendía del aludido principio afectaba de forma directa al 
régimen jurídico de protección de los accidentes de trabajo -y enfermedades profesionales- y 
vendría dada por el tratamiento conjunto de las contingencias profesionales y comunes y, por 
tanto, la consecuente desaparición del régimen de los accidentes. Vida Soria, J.: “Régimen jurí-
dico de la protección contra accidentes de trabajo y enfermedades profesionales: estudio crítico”, 
RT, núm. 31, 1970, pág. 5.

4 Fernández Avilés, J A: El accidente de trabajo en el sistema…”, cit., pág. 55. 
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doctrina del Tribunal Constitucional5, situación que queda de manifiesto no sólo 
por la experiencia de nuestro país sino a través del derecho comparado6. 

2. Las recientes modificaciones del papel de las mutuas de 
accidentes de trabajo en el sistema de seguridad social

Es precisamente a partir de la Constitución Española de 1978 cuando se ha 
asistido de forma especial a un aumento de competencias de las Mutuas que tam-
bién han experimentado un notable incremento de los controles existentes sobre 
su actividad. Este reforzamiento se ha presentado como una privatización en la 
gestión de la Seguridad Social en la medida en que se han incrementado no solo las 
competencias en la gestión de prestaciones sino en el porcentaje global de empresas 
y trabajadores asociados. Puede apreciarse en este sentido cómo ha desaparecido 
la reserva de aseguramiento relativa a los empleados públicos, se ha liberalizado 
el ámbito de actuación territorial en el desempeño de la actuación de las Mutuas, 
se ha incorporado el aseguramiento de los trabajadores autónomos así como la 
cobertura de las contingencias comunes, las actividades de prevención de riesgos la-
borales, la prestación de riesgo por embarazo y durante la lactancia materna7. En la 
actualidad la actividad fundamental de las Mutuas se encuentra relacionada con la 
administración de prestaciones de la Seguridad Social, gestionando las prestaciones 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional: prestación económica, sanitaria 
y rehabilitación, así como actividades complementarias relativas a la prevención de 
riesgos laborales. 

Simultáneamente se ha producido una publificación creciente de las Mutuas 
incrementándose los controles de su actividad a través de intervenciones o audi-
torías, restricciones de su autonomía financiera, aplicación de las reglas del sec-
tor público en la contratación, aplicación de restricciones a la hora de realizar 
contratos laborales, fiscalizando y modificando los salarios de los trabajadores 
de las mismas, etc. Se ha producido así un intervencionismo «de nuevo cuño» 
desarrollado por la Seguridad Social obligando a las Mutuas a aportar sus reservas, 
que en 2009 alcanzaban los 3.991 millones de euros al Fondo de Reserva de la 
Seguridad Social8 lo que supone la descapitalización y, por extensión, la completa 
desintegración y plena absorción de las Mutuas en el seno de la Seguridad Social. 

No pasa desapercibida, en efecto, la eficiencia que a lo largo de los años han 
5 SSTC 37 y 135/1994. 
6 Blázquez Agudo, E., Salas Baena, A.: “Presente y futuro de las mutuas de accidentes de 

trabajo y enfermedad profesional”, AS, núm. 2/2012, pág. 2.
7 Sempere Navarro, A.V.: Las Mutuas de Accidentes de Trabajo como entidades colaboradoras 

en la gestión de la Seguridad Social, en AA.VV. “Accidentes de Trabajo y Mutuas”, La Ley, Las 
Rozas, 2008, págs. 822 a 823. 

8 De la Puebla Pinilla, A., Mercader Uguina, J.: “Contención, recorte y austeridad en la Ley 
de Presupuestos para el 2011”, RL, 2011, marzo, pág. 13 de 27. Se apunta que la medida se 
apoyaba en necesidades coyunturales pero que no por ello dejaba de afectar al corazón de tales 
instituciones. 
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demostrado las Mutuas a la hora de la gestión de las prestaciones que le han 
sido asignadas. Es precisamente ésta la razón fundamental que puede justificar la 
ampliación de facultades respecto de las contingencias comunes. Con frecuencia 
en la Sanidad Pública los procesos de incapacidad temporal se prolongan hasta el 
momento en que se pueden llevar a cabo las pruebas médicas o las intervenciones 
prescritas –con relativa frecuencia esta dilación puede prolongarse durante varios 
meses-, cuando ante esa misma situación las Mutuas ofrecen una intervención 
quirúrgica prácticamente inmediata, con la rehabilitación precisa para la recupe-
ración de la aptitud profesional y el tratamiento por los especialistas oportunos 
sin dilaciones apreciables. Por poner un ejemplo ilustrativo –real- un electricista 
autónomo con una lesión de menisco, y sin la cobertura aseguradora por una 
Mutua de Accidentes, puede esperar 6 meses para la intervención quirúrgica 
oportuna al programarse la misma en función de las listas de espera, devengando 
prestaciones de incapacidad temporal para el sistema y viéndose obligado a darse 
de baja en su actividad. 

Desde que se aprobara el RD 1993/1995, de 7 de diciembre, Reglamento 
sobre colaboración de las Mutuas de Accidente de Trabajo, la mayoría de actua-
ciones legislativas se han producido a través de sucesivas reformas aplicadas sobre 
esta norma de referencia. Así, y de forma sucesiva, el RD 688/2005 separó de 
forma definitiva las facetas de gestión de prestaciones y prevención de riesgos la-
borales, quedando organizados los servicios de prevención a través de sociedades 
de prevención con personalidad jurídica diferente. Así, el RD 38/2010, de 15 de 
enero, precisó que para alcanzar el objetivo de segregación de funciones se preci-
saba la separación de la organización, instalaciones, personal y equipos empleados. 
Por otra parte, el RD 1765/2007, de 28 de diciembre, consolida la tendencia a 
favorecer la colaboración de las Mutuas al objeto de alcanzar un mayor grado de 
eficacia y racionalización de los recursos, tendencia en la que se avanza aún más 
con el RD 38/2010, regulándose dos modalidades de agrupación: la primera, que 
se concreta en la constitución de entidades mancomunadas, y la segunda, en la 
creación de centros mancomunados con el objetivo, en ambos casos, de poner en 
común los recursos adscritos a las mutuas para una utilización más eficaz de los 
mismos. Esta última norma aprovecha la inercia creada para favorecer un proceso 
de concentración de Mutuas incorporándose la posibilidad de concertar la pres-
tación de servicios sanitarios con el propio Servicio Público de Salud o centros 
privados9. También, al hilo del subrayado proceso de concentración de Mutuas, 
se estableció una modificación puntual del artículo 62 del RD 1993/1995. Éste 
contempla la duración del convenio de asociación con las empresas por un perio-
do de 1 año, que fue ampliado a tres años por el RD 38/2010 de forma puntual 
y excepcional, pretendiendo en la forma expuesta la eliminación de competencia 
entre las Mutuas con el criterio de que todas han de prestar los mismos servicios. 

9 Artículo 12 RD 1995/1995, redactado por RD 38/2010. 
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3. La modificación del modelo de incapacidad temporal y su 
incidencia respecto de las mutuas

En el contexto descrito se avanza hacia la cuestión de debate central: la gestión 
de la incapacidad temporal, la cual se ha visto sometida a continuas modificacio-
nes legislativas tal y como deja de manifiesto el artículo 128 de la Ley General 
de Seguridad Social10 en su versión actual. El nuevo punto de inflexión viene de-
terminado por el “Proyecto de Real Decreto por el que se regulan determinados 
aspectos de la gestión y control de los procesos por incapacidad temporal en los 
primeros trescientos sesenta y cinco días de su duración”11. 

Los dos objetivos de referencia de la reforma se traducen, primero en la mejora de 
la gestión de la incapacidad temporal, y en segundo lugar, en el intento de un ma-
yor control del absentismo injustificado, de la utilización de la incapacidad temporal 
como mecanismo alternativo al desempleo o la jubilación u otro tipo de prácticas 
que puedan alcanzar un carácter abusivo (exposición de motivos del Proyecto de Ley). 

La mejora de la gestión pasa por aligerar los trámites administrativos. El sistema 
que se baraja en el Proyecto de Ley establece cuatro categorías para las bajas laborales 
según la duración estimada del proceso. La idea principal es reducir la tramitación en 
la gestión administrativa que obliga a acudir al médico de cabecera cada 7 días para 
confirmar la situación de incapacidad temporal al margen de la gravedad de la pato-
logía. Se establecerían así cuatro categorías (párrafo 3º del artículo 2) para las bajas 
laborales en función de la duración estimada del proceso. La primera correspondería 
con los procesos de duración estimada inferior a 5 días naturales. En tales casos se 
emite el parte de baja y alta de forma simultánea, aunque el paciente puede solicitar 
un reconocimiento médico dentro del curso de esos cinco días. En los procesos de du-
ración estimada entre 5 y 30 días, la revisión se hará a los 7 días de comienzo de la baja 
pudiéndose fijar la revisión en un plazo que puede abarcar hasta los 14 días siguientes. 
En los procesos de duración estimada entre 31 y 60 días la primera revisión se hará 
dentro de los 7 días siguientes, pudiendo fijarse los sucesivos partes de confirmación 
con un plazo máximo de 28 días. Por último, en los procesos que causen baja durante 
61 o más días, la primera revisión podrá aplazarse hasta los 14 días, quedando los 

10 Si el aprecia el tenor literal actual del artículo 128 LGSS podemos encontrar una miscelánea 
procedente de múltiples e inacabadas reformas legislativas. La redacción del párrafo primero de 
la letra a) del número 1 del artículo 128 se debe al número cuatro de la DF 3ª de la Ley 26/2009, 
de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010 (B.O.E. 24 diciem-
bre), en vigor desde el 1 de enero de 2010. El párrafo segundo de la letra a), deriva del número 
dos de la DF 5ª de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2013 (B.O.E. 28 diciembre), en vigor desde el 1 de enero de 2013. El número 1 del 
artículo 128 deriva de la redacción inicialmente plasmada en el artículo 1 de la Ley 40/2007, de 
4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad Social (B.O.E. 5 diciembre) en vigor desde 
el 1 enero 2008. La redacción original del precepto deriva de la Ley 42/1994, 30 diciembre 
(B.O.E. 31 diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social.

11 Proyecto de Real Decreto por el que se regulan determinados aspectos de la gestión y control 
de los procesos por incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta y cinco días de 
su duración, de fecha 17 de julio de 2013, disponible en URL: http://www.actasanitaria.com/
fileset/file__ProyectoRD_RegulacionITPrimeros365Dias_7548920379043700471.pdf
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partes de confirmación con un límite máximo de 35 días. Para determinar qué tipo 
de patologías entran dentro de cada cupo estimativo se ha estado trabajando a través 
de experiencias piloto de las que derivarán tablas tipificadas para los distintos proce-
sos patológicos. Estas tablas serían facilitadas a los médicos de cabecera que deberán 
ajustar los plazos preestablecidos en función del diagnóstico, la ocupación y la edad 
del trabajador. Con el objetivo de mantener el rigor del proceso será preciso realizar 
informes complementarios (artículo 5). De esta forma se plantea la necesidad de que, 
para las contingencias comunes, el segundo parte de confirmación de baja, cualquier 
que sea su duración irá acompañado de dicho informe en el que se recogerán las do-
lencias padecidas por el trabajador, el tratamiento médico prescrito, la evolución de 
sus dolencias y su incidencia sobre la capacidad funcional del interesado. En forma 
complementaria, la Inspección médica que, por cierto, tendrá acceso a todo el his-
torial completo de Primaria y Hospitalaria de todos los trabajadores del sistema de 
Seguridad Social, deberá emitir por su parte un informe de control en que dejará de 
manifiesto el porqué de la necesidad de mantener la baja cada tres meses. Se generará, 
en la forma expuesta, una historia clínica electrónica del paciente en atención prima-
ria que incorporará los informes aludidos. 

El siguiente punto polémico del mencionado Proyecto de Real Decreto apare-
ce en su artículo 7. En el mismo aparece regulada la ampliación de competencias 
que se otorga a las Mutuas de Accidentes de Trabajo acogiendo la posibilidad de 
emitir lo que pasa a denominarse «alta presunta». Se ha de tener en cuenta que 
las Mutuas a lo largo de los últimos años han demostrado una eficiencia que 
les ha hecho ganar terreno a la hora de ver ampliadas sus facultades de gestión. 
De hecho su lugar de primacía no solo alcanza a la gestión de las contingencias 
profesionales (con una cobertura que en la actualidad asciende al 95.32% de los 
trabajadores12), sino que en el ámbito de las contingencias comunes el 80% de las 
empresas ya tienen asegurados estos procesos con las Mutuas. 

El citado precepto, artículo 7 en su párrafo 1º, establece que las Mutuas cuan-
do «consideren que trabajador puede no estar impedido para el trabajo» podrán 
formular «propuestas motivadas de alta médica dirigidas a las unidades de la ins-
pección médica del servicio público de salud». El Inspector en el plazo de 5 días 
tiene la opción de confirmar la propuesta, emitiendo parte de alta médica o bien 
desestimarla motivadamente y de forma expresa. De esta forma el «alta presunta» 
alcanza virtualidad en el sexto día de la propuesta dirigida a la Inspección médica, 
bien en el supuesto de que la contestación confirme la propuesta o también en el 
supuesto, más polémico, de que se produzca «silencio administrativo». Así, cuan-
do alcanza virtualidad el «alta presunta» se extingue el subsidio de incapacidad 
temporal y el trabajador ha de incorporarse a su puesto de trabajo. 

Precisamente en el «alta presunta» radica la centralidad del debate que ha pro-
vocado el Proyecto de Real Decreto. Sobre la misma se han proyectado agrias 

12 Los datos aparecen extraídos de la información facilitada de los comunicados por la Asocia-
ción de Mutuas de Accidentes de Trabajo (AMAT), disponible en URL: http://www.amat.es/
cifras_y_datos.3php
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críticas; desde una parte por considerar que se concede una facultad injustificada 
a las Mutuas en la medida en que puede interferir en las determinaciones que 
adopten el interés privado en ahorrarse las prestaciones de incapacidad temporal 
que han de financiar, mientras que por otra parte los representantes de las Mutuas 
consideran que la facultad de la emisión del «alta presunta» es insuficiente. En 
concreto la FAISS (Federación de Asociaciones de Inspección de Servicios Sani-
tarios) indica a través de un comunicado13 que el Proyecto de Decreto se orienta 
a que las Mutuas dirijan esta prestación y actúen como autoridad de control de 
la misma, ignorando las propias competencias de los Servicios Autonómicos o 
Regionales de Salud que conforman el Sistema Nacional de Salud. Se apunta que 
el sistema de propuesta de alta por las Mutuas puede redundar en fuente de con-
flictos e inseguridad jurídica tanto para los médicos de atención primaria, como 
para pacientes. En sentido contrario se pronuncia Desdentado Bonete para quien 
lo más adecuado es que quien pague la prestación (en este caso la Mutua), la ges-
tione dado que es dicha entidad la que ha de asumir los efectos de su decisión14. 
También se denuncia por la FAISS que el acceso a la Historia Clínica Electrónica 
(HCE) se facilita a las entidades gestoras de la prestación de incapacidad temporal 
(INSS, Instituto Social de la Marina, MATEPSS), si bien no ocurre lo mismo 
a la inversa, ya que la Inspección de Servicios Sanitarios no tienen acceso a los 
historiales de trabajadores de INSS y MATEPSS, siendo opaca para el Sistema 
Nacional de Salud, de modo que no puede determinarse adecuadamente buena 
parte de la patología laboral de los pacientes y el posible origen profesional de 
muchas contingencias comunes. Se apunta así, que el Proyecto de Real Decreto 
abre una posible vía de privatización de la asistencia sanitaria de los trabajadores 
cuyos antecedentes ya tomaron forma a través de la Ley 15/1997, de 25 de abril, 
sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Sistema Nacional de Salud. 

Desde AMAT (Asociación de Mutuas de Accidente de Trabajo) se ha puesto de 
manifiesto en diversas ocasiones que si se hiciera una ley de Mutuas que aumentara 
la competencia y su capacidad de gestión podrían ahorrar 7.600 millones de euros 
a la Seguridad Social y a las empresas. Se añade que las Mutuas tradicionalmente 
emiten altas en contingencias profesionales, rechazando el temor a que se pueda 
«forzar» el alta de los empleados para beneficio de las empresas, dado que ellos tra-
bajan bajo el mismo código deontológico que los médicos de la Seguridad Social. 

Por su parte la CEOE15 ha planteado entre las propuestas discutidas en la últi-
ma Asamblea Anual la necesidad de la aprobación de una Ley de Mutuas Empre-

13 Comunicado de la FAISS sobre el Proyecto de “Real decreto por el que se regulan determinados 
aspectos de la gestión y control de los procesos por incapacidad temporal en los primeros tres-
cientos sesenta y cinco días de su duración”. Disponible en URL: http://www.federacionfaiss.
com/_documentos/_2013/Comunicado-FAISS-28Feb13-Proyecto-Real-Decreto-Modifica-
cion-Gestion-Incapacidad-Temporal-21Ene 

14 Desdentado Bonete, A.: “Mutuas de Accidentes de Trabajo y Seguridad Social: puntos críticos 
desde la perspectiva de la gestión de la IT”, AL, núm. 6, 2008. 

15 Asamblea Anual CEOE de 18 de junio de 2013, Plan 254 medidas para salir de la crisis, págs. 
88 y 89. Ha de destacarse que la elaboración de una Ley de Mutuas clarificaría la caracterización 
de las mismas y el alcance de sus facultades de gestión. Hoy la profusión de modificaciones de 
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sariales y, entre otras medidas, para mejorar la gestión de la incapacidad temporal 
plantea el que las Mutuas «puedan dar las altas en incapacidad temporal por con-
tingencias comunes, optimizar sus recursos sanitarios y realizar actividades preven-
tivas en las empresas con siniestralidad y en las pymes». Al respecto de la necesidad 
de una Ley de Mutuas Borrajo Dacruz ya ha dejado de manifiesto la «naturaleza 
mutante» de este sistema jurídico a tenor de la masa de normas legales de carácter 
reglamentario que se suceden en el tiempo, toda vez que las recurrentes técnicas 
de derogación parcial vienen a desafiar el principio de jerarquía normativa, des-
conociendo un principio básico de una sociedad que quiera estar ordenada como 
Estado de Derecho y que no es otro que el principio de seguridad jurídica16. 

Una de las críticas más directas que se llevan a cabo tienen que ver con el pro-
pio sistema de propuestas de baja por parte de las Mutuas de Accidentes. Se aduce 
que el hecho de que las Mutuas puedan realizar la propuesta de alta médica («alta 
presunta») y que ésta alcance virtualidad al sexto día ante el silencio administra-
tivo implica una situación de inseguridad jurídica grave para los trabajadores. Se 
plantea la posibilidad de que el propio médico de cabecera se encuentre de baja 
médica –dado que en la actual situación de crisis económica no se realiza contrato 
de sustitución-, de viaje o simplemente de vacaciones para que pueda alcanzar 
virtualidad el alta médica propuesta sin una posibilidad adecuada de que se pro-
nuncie la Sanidad Pública. También se añaden las dificultades de comunicación 
que puedan surgir entre la Inspección Médica y el médico de atención primaria, 
lo cual, también puede derivar en que el «alta presunta» alcance eficacia sin que 
se pueda producir una adecuada réplica. 

En relación a esta hipótesis se ha de hacer mención a que el Proyecto estable-
ce en su Disposición Transitoria 4ª un plazo máximo de tres meses para que se 
establezca un sistema informático que permita comunicarse por vía telemática a 
las Mutuas con los Centros de Atención Primaria, las inspecciones médicas del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social y el Instituto Social de la Marina. Tal 
vía de comunicación directa debería de hacer automática la comunicación entre 
los Centros de Atención Primaria, Inspección Médica y Mutuas. De otro lado, 
se ha de precisar que, aún sin haberse implantado este mecanismo que dispone 
la Disposición Transitoria 4ª, hay ciudades, como Málaga, donde se aplica este 
polémico procedimiento. Ante la propuesta de alta médica planteada por las MA-
TEPSS, la Inspección Médica da traslado al Médico de Atención Primaria de 
modo que para evitar la confirmación del alta éste debe emitir un informe que 
desvirtúe la propuesta emitida, debiendo contener el mismo a tales efectos al 
menos el mismo rigor y solidez aparente que el que pueda mostrar el emitido por 
la Mutua. El reseñado Proyecto de Ley, ahora en fase de borrador, tiene la última 
palabra para concretar el nuevo modelo de incapacidad temporal que se postula. 

tipo reglamentario no hace otra cosa que introducir confusión y una sensación de provisiona-
lidad en sus actuaciones. 

16 Borrajo Dacruz, E.: “Reglamento General sobre colaboración en la gestión de las Mutuas de 
Accidente de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social”, AL, núm. 12, pág. 1. 


